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I. ASUNTO 

 

Se procede a dirimir el conflicto negativo de competencia provocado por el 

JUZGADO SEXTO CIVIL MUNICIPAL DE ORALIDAD DE MEDELLÍN, frente 

al JUZGADO SEGUNDO PROMISCUO MUNICIPAL EN ORALIDAD Y DE 

CONTROL DE GARANTÍAS DE SABANETA. 

 

II.  ANTECEDENTES 

 

Formuló la CIUDADELA INDUSTRIAL SABANETA P.H., demanda ejecutiva, 

en contra de BANCOLOMBIA S.A., pretendiendo el recaudo de las cuotas de 

administración que ésta le adeudada a aquélla, como propietario de la 

BODEGA 155, que hace parte de dicha copropiedad, ubicada en la Carrera 
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TEMA Y DECISIÓN Para establecer la competencia por el factor territorial 
deben atenderse varios sub-factores como son el 
fuero personal, el fuero real y el fuero contractual. El 
primero hace referencia al domicilio del demandado; 
el segundo al lugar donde se encuentra ubicado el 
bien sobre el cual versa la relación sustancial y; el 
tercero, al sitio en el que debe cumplirse la obligación.  
Cuando concurren varios factores es potestad del 
actor optar por uno de ellos. DIRIME CONFLICTO. 
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43A # 61 sur-152 de Sabaneta, la que dirigió al “JUZGADO PROMISCUO 

MUNICIPAL EN ORALIDAD Y CONTROL DE GARANTÍAS DE SABANETA 

– ANTIOQUIA (Reparto)”. 

 

Así las cosas, la referida demanda le fue repartida al JUZGADO SEGUNDO 

PROMISCUO MUNICIPAL EN ORALIDAD Y CONTROL DE GARANTÍAS 

DE SABANETA, quien mediante auto del 13 de diciembre de 2021, declaró 

su falta de competencia territorial, y dispuso su remisión a los Jueces Civiles 

Municipales de Medellín, acorde con lo establecido en el numeral 1° del 

artículo 28 del Código General del Proceso, por ser en dicho lugar que la 

sociedad demandada tiene su domicilio principal; aplicable al caso, pues no 

se indicaba en el cuerpo de la demanda el lugar de cumplimiento de la 

obligación, para dar paso al numeral 3 de la misma preceptiva. 

 

En acatamiento a esta decisión, el asunto de la referencia le fue asignado al 

JUZGADO SEXTO CIVIL MUNICIPAL DE MEDELLÍN, quien a su vez 

declinó la atribución de la competencia, en proveído del 25 de enero de 

2022, argumentando que con fundamento en el numeral 5° del artículo 28 

mencionado, también era competente el juez de la agencia o sucursal de 

una sociedad, cuando se trate de asuntos vinculados a ésta, por lo que, 

como la persona jurídica demandada tenía sucursales y agencias en 

Sabaneta, podía la demandante escoger demandar ante los jueces de dicha 

municipalidad. 

 

En consecuencia, este último ente judicial, consideró que debía conocer el 

Juez al que inicialmente le había sido repartida y, en consecuencia, propuso 

el conflicto negativo de competencia, y dispuso la remisión del proceso a 

esta Judicatura para que fuera definido el mismo. 

 

III. CONSIDERACIONES 

 

1. El tratadista Azula Camacho en su obra “Manual De Derecho Procesal 

Civil, Tomo I, Teoría General del Proceso”, define la competencia como la 

medida en que la jurisdicción se distribuye entre las diversas autoridades 
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judiciales, la cual es establecida por ley, con el fin de repartir equitativamente 

los procesos entre los diferentes órganos jurisdiccionales y hacer efectiva la 

jerarquía. 

 

Para tal efecto estableció varias circunstancias que la determinaban, 

denominados factores y clasificados en: objetivo, subjetivo, funcional, 

territorial y de conexión. 

 

El factor territorial se relaciona con el espacio específico y delimitado donde 

un juez ejerce sus funciones y se encuentra regulado en el artículo 28 del 

Código General del Proceso, que prevé como pauta general su 

determinación por el fuero personal, esto es, que “…salvo disposición 

legal en contrario, es competente el juez del domicilio del demandado. Si 

son varios los demandados o el demandado tiene varios domicilios, el de 

cualquiera de ellos a elección del demandante. Cuando el demandado 

carezca de domicilio en el país, será competente el juez de su residencia. 

Cuando tampoco tenga residencia en el país o esta se desconozca, será 

competente el juez del domicilio o de la residencia del demandante.” 

(Resalto intencional). 

 

2. Por su parte, el numeral 3ª de la citada preceptiva, señala que en los 

procesos los procesos originados en un negocio jurídico o que involucren 

títulos ejecutivos, también será competente el juez del lugar de cumplimiento 

de cualquiera de las obligaciones. 

 

3. Ahora, tratándose de demandas dirigidas en contra de una persona 

jurídica, contempla el numeral 5° de la citada preceptiva, en principio, la 

regla general de competencia territorial, esto es, el domicilio principal de la 

misma; sin embargo, señala que “cuando se trate de asuntos vinculados a 

una sucursal o agencia serán competentes, a prevención, el juez de aquél y 

el de ésta.” 

 

Dicha regla presenta un grave inconveniente, pues si solo se puede 

demandar ante el juez del domicilio de la sucursal o de la agencia cuando la 
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demanda verse sobre asuntos vinculados a ella, habrá de determinarse 

dicha situación. 

 

Al respecto LÓPEZ BLANCO.1, señala; 

 

…Esta norma, que obedece al deseo del legislador de 
descentralizar al máximo la administración de justicia, presenta 
un grave inconveniente, consistente en que sólo podrá demandar 
ante el juez de la sucursal o de la agencia cuando se trate de 
asunto vinculados a ellas, de donde surge que el busilis de la 
cuestión está en saber qué debe entenderse pos asuntos 
vinculados a la sucursal o agencia. 
 

Para ello, ante todo se debe recurrir a criterios prácticos. Sera 
asunto vinculado a la sucursal o agencia el correspondiente a un 
contrato adelantado o perfeccionado en la sede de alguna de 
ellas, o cuando la demanda se origina en algún hecho que ocurrió 
en virtud de actividad u omisión proveniente directamente de 
algún funcionario de la sucursal o agencia respectiva por 
actividades propias de esta, pues no debe olvidarse que el 
legislador señaló en primer término como domicilio para 
demandar a una sociedad, el del juez que corresponda a su 
asiento principal, de ahí que asuntos que indirectamente estén 
vinculados a una sucursal o agencia, por ese solo hecho no 
permite que se adelante el juicio ante dichos jueces sino ante el 
domicilio principal.” 

 

4. Le asiste aptitud jurídica a esta Corporación para definir el presente 

asunto, por cuanto involucra a dos despachos de igual especialidad (civil), 

idéntica categoría (municipal) y pertenecientes al mismo distrito judicial 

(Medellín), siendo su superior funcional común el Tribunal Superior de 

Medellín Sala Civil (Art. 139 C. G. del P.) 

 

5. En el sub judice, se tiene que el demandante dirigió la demanda ejecutiva 

al “JUZGADO PROMISCUO MUNICIPAL EN ORALIDAD Y CONTROL DE 

GARANTÍAS DE SABANETA – ANTIOQUIA (Reparto)”, relacionándose en 

el acápite “COMPETENCIA Y CUANTÌA”, indicándose que se determinaba 

aquélla por el domicilio del demandante, que era el lugar donde debía 

cumplirse con la obligación. 

                                                 
1 LOPEZ BLANCO, Hernán Fabio. Código General del proceso, Parte General, Dupré Editores. 
Bogotá, D.C.: 2016, p. 248. 
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Sin embargo, el JUZGADO SEGUNDO PROMISCUO MUNICIPAL EN 

ORALIDAD Y CONTROL DE GARANTÌAS DE SABANETA, arguyó que no 

se había indicado en la demanda el lugar de cumplimiento y, por ende, la 

regla aplicable al presente caso, para determinar la competencia, era la 

enunciada en el numeral 1º del artículo 28 del Código General del Proceso. 

 

Mientras tanto, el JUZGADO SEXO CIVIL MUNICIPAL DE MEDELLÍN, adujo 

como regla aplicable la contenida en el numeral 5º de la misma preceptiva, 

por tener la sociedad demandada, agencias y sucursales en el municipio de 

Sabaneta. 

 

Al respecto, resulta necesario precisar que esta última regla, es decir, la 

descrita en el numeral 5º, no fue en la que se fundamentó la demandante 

para determinar la competencia, conforme se indicó con antelación, además 

de que no basta, conforme se explicó anteriormente, que la persona jurídica 

demandada tenga sucursales y/o agencias en un determinado municipio 

para argüir que los jueces de esa localidad son igualmente competente para 

conocer de los asuntos dirigidos en contra de aquélla; sino que debe 

acreditarse que el objeto de la controversia está vinculado a la sucursal o 

agencia del lugar en el que se pretenda adelantar la demanda, para atribuirle 

competencia a los funcionarios judiciales de ese lugar. 

 

6. Ahora, si bien es cierto que la disposición general es el domicilio del 

demandado y que en este caso es Medellín, también lo es, que el 

demandante adujo como circunstancia determinarte para asignar la 

competencia en los jueces municipales de Sabaneta, el lugar de 

cumplimiento de la obligación, la cual resulta admisible al caso concreto, por 

tratarse de un proceso que se origina en un negocio jurìdico. 

 

Sobre el cobro de dichas obligaciones, la Sala Civil de la Corte Suprema de 

Justicia2 precisó que, para el cobro ejecutivo de cuotas de administración, la 

propiedad horizontal está facultada para escoger la sede del juzgado en que 

                                                 
2 Auto del 13 de diciembre de 2013. Radicado 11001 02 03 000 2013 02467 00. 
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desee demandar, en aquellos casos en que el demandado tiene su domicilio 

en ciudad diferente a la de ubicación de la copropiedad. 

 

Expuso la citada Corporación que, tratándose de cobro de cuotas de 

administración, resultan concurrentes el fuero general, que atañe al domicilio 

del demandado, y el previsto en el numeral 3° del artículo 28 del Código de 

General del Proceso3 esto es, el del lugar de cumplimiento de la obligación, 

con fundamento en las siguientes consideraciones: 

 

 “…si bien la autorización para recaudar cuotas de administración 
para el pago de las expensas comunes necesarias y demás 
gastos de sostenimiento de la copropiedad encuentra soporte en 
la Ley de Propiedad Horizontal, el sometimiento de un 
determinado edificio, conjunto o unidad a dicha ley, así como el 
reglamento que habrá de regir a la Propiedad Horizontal creada, 
nacen del acuerdo de voluntades de los propietarios de áreas 
individuales, plasmado en un contrato que al elevarse a escritura 
pública e inscribirse en el Registro de Instrumentos Públicos 
constituye una persona jurídica (artículo 4, Ley 675 de 2001). De 
allí que las cuotas de administración no puedan ser consideradas 
una obligación de fuente legal, por cuanto es el reglamento de 
propiedad horizontal «el concurso real de las voluntades de dos o 
más personas» (artículo 1494 del C.C.) de someterse a las 
disposiciones de dicha ley y a la regulación plasmada por ellas en 
lo atinente a la nueva persona jurídica, incluyendo derechos y 
deberes de los copropietarios. 

 

7. En ese orden de ideas, el ejecutante tiene potestad de elegir el juzgador 

que debe conocer su demanda en los términos señalados en el acápite 

anterior, como lo hizo en este caso, optando por hacerlo ante los 

funcionarios judiciales de Sabaneta, por lo que no había fundamento para 

que el JUZGADO SEGUNDO PROMISCUO MUNICIPAL EN ORALIDAD Y 

CONTROL DE GARANTÍAS DE SABANETA declinara el conocimiento del 

presente asunto, debiendo asumirla ante la escogencia del actor. 

 

Corolario con lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de 

Medellín, en Sala Unitaria de Decisión Civil, administrando justicia en nombre 

de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

 

                                                 
3 Antes, numeral 5ª del artículo 23 del Código de Procedimiento Civil. 
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IV. RESUELVE: 

 

PRIMERO:  DIRIMIR el conflicto negativo de competencias, para 

DECLARAR que quien debe conocer de la demanda analizada es el 

JUZGADO SEGUNDO PROMISCUO MUNICIPAL EN ORALIDAD Y 

CONTROL DE GARANTÍAS DE SABANETA, conforme a las 

consideraciones expuestas en la parte motiva de esta providencia.  

 

SEGUNDO: REMITIR las presentes diligencias al citado despacho judicial, 

para que ASUMA LA COMPETENCIA en el presente asunto. 

 

TERCERO: COMUNÍQUESE la presente decisión al JUZGADO SEXTO 

CIVIL MUNICIPAL DE MEDELLÌN, para lo de su competencia. 

 

 
 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

RAFAEL ANTONIO MATOS RODELO  

MAGISTRADO  

 


